¿CONFLICTO ARMADO SOLO POR LAS VICTIMAS?
Entrevista a Camilo González Posso – Presidente de INDEPAZ. Eltiempo.com
1. ¿Qué significa 'conflicto armado' en derecho internacional? ¿Qué requisitos debe cumplir un país para enmarcarse dentro de tal estatus?

La definición de conflicto armado interno se encuentra en el Protocolo II adicional a los acuerdos de Ginebra, que fue ratificado por Colombia en 1994. 
Según el Protocolo II de los mencionados convenios, se habla de “conflicto armado de carácter no internacional” cuando un Estado es confrontado por una o varias fuerzas armadas irregulares. En el articulo 1 se definen como  “Conflictos armados” (…)  [aquellos] “que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante [es decir Estado firmante] entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas (…)”[1].
 Esta es una definición objetiva que se aplica a partir de la constatación de los elementos que se  acordaron en Naciones Unidas y que no implica calificación política de los grupos armados  disidentes o de otros grupos armados que tengan mando, territorio de operaciones y capacidad de acción militar sostenida y concertada. Esto significa que el reconocimiento de una situación de conflicto armado no califica de beligerante, ni le da estatus especial a las fuerzas armadas irregulares o ilegales. Con esta definición no se enaltece a los disidentes, no se les otorga estatus político y tampoco se descarta la intervención de otros grupos definidos como delincuentes comunes, que pueden ser grupos de delincuencia organizada (narcotraficantes, mafias, paramilitares, bandas) que se articulan de alguna manera en la confrontación armada
El único propósito de esta caracterización es la exigencia de respeto de derechos humanos incluso en situaciones extremas de confrontaciones armadas. Derechos humanos de la población civil y también derechos humanos de los combatientes, tanto en el curso de operaciones como en situaciones de indefensión. Esso es lo que se denomina normas del DIH.
 
2. Según las leyes vigentes en Colombia, ¿cómo se contempla el conflicto o la guerra (o el término apropiado) en el país?
 El Protocolo II, aprobado el 8 de junio de 1977 por la Conferencia Diplomática sobre reafirmación del DIH, fue  ratificado por Colombia mediante la Ley 171 de 1994 que comenzó a regir el 15 de febrero de 1996. Con base en este marco juridico se incluye la caracerización de conflicto interno en muchas leyes vigentes. Entre esas leyes se encuentra la 418 de 1997 llamada tambien de orden público, la ley mediante la cual se crea el Consejo Nacional de Paz, las leyes  sobre derechos de la población en situación de desplazsmiento forzado.
 
Todos estos términos han sido incorporados en el bloque de constitucionalidad de Colombia al ser ratificados los Protocolos adicionanles a los Convenios de Ginebra por el Congreso de la República.
 
4. ¿Por qué se genera el debate en Colombia sobre la definición o no de ese estatus?
Hay dos motivaciones actuales de ese debate:
Una de tipo político militar que prefiere calificar a la guerrilla como organizaciones terroristas en consonancia con la doctrina Bush de guerra mundial antiterrorista. Quienes, como el expresidentes Uribe acogen esta definición, la ven de mayor utilidad para convocar al repudio nacional e internacional a estos grupos y para presentar la situación de  violencia y confrontaciones armadas crónicas en Colombia como resultado de una amenaza externa al sistema. Con esta concepción se reclama el alineamiento de civiles y de otros Estados en la guerra antiterrorista y se consideran enemigos o cómplices los que no entren a la lucha antiterrorista. Entre los problemas de esta posición, que no distingue entre combatientes y no combatientes,  está el recorte de derechos de la población civil que se convierte en objetivo militar si la autoridad considera que no está colaborando en la lucha antiterrorista. Así se crean condiciones propicias para muchas formas de arbitrariedad, como falsos positivos, torturas, desapariciones, confinamiento, desplazamiento forzado, detenciones arbitrarias, etc.
Otra motivación inmediata es la que busca resolver incoherencias de la ley de víctimas y problemas fiscales que se derivarían de dejar abierta la puerta a todo tipo de reparación por daño ocasionado por delincuencia común. Los ponentes del proyecto en el Senado acordaron con el gobierno Santos incluir ese término para limitar el universo de víctimas a aquellas que hubieran sido vulneradas en derechos establecidos en el DIH y en situaciones de violencia armada de grupos disidentes u otros con mando y operaciones sostenidas. La utilización del término en la ley puede ayudar a delimitar el universo de víctimas pero es innegable que favorece un diagnóstico de la situación de confrontación armada en términos distintos al que sostuvo la política antiterrorista de seguridad en la administración Uribe.
Hay que advertir que si se incluye la definición de victimas del conflicto armado y al mismo tiempo el parágrafo 3 del articulo 3 del proyecto, que excluye a todas  las víctimas de delitos comunes, la ley deja por fuera a las victimas de los paramilitares, narcoparamilitares o Bacrim. Es decir a varios millones de personas. Por ello, además de la inclusión de la expresión conflicto interno, debe suprimirse ese parágrafo y agregar que se consideran parte del universo de victimas también las que han sufrido daño por infracciones al DIH cometidas por grupos armados ilegales conocidos como paramilitares, narcoparamilitares o BACRIM.
 
5. ¿Al declarar el conflicto armado en Colombia se estaría desconociendo la influencia internacional del narcotráfico colombiano? ¿Son excluyentes ambas posturas o podría hablarse de complementariedad?
No. La definición de conflicto armado no desconoce ni entra en el análisis de las formas ilegales  como se financia la confrontación. Esta definición no niega que los dineros del narcotráfico  sirven a mafias, negociantes legales que se aprovechan del lavado de activos, autoridades corruptas, traficantes de armas, acaparadores de tierras y a las finanzas de guerrillas, paramilitares, bandas de delincuencia organizada que se aprovechan del contexto violento.
En toda situación de conflicto armado interno las organizaciones armadas disidentes que enfrentan al Estado se financian con negocios legales camuflados  y con operaciones ilegales. Y también es frecuente que se multipliquen organizaciones y prácticas delictivas que alimentan la violencia para hacer negocios de todo tipo y mantener posiciones de poder económico o político. Son complementariedades perversas de la violencia generalizada y sistemática y de conflicto armados crónicos como el que padece Colombia.
 
6. ¿Cree que al reconocerse el conflicto armado se estaría nivelando a las fuerzas militares con los grupos insurgentes, como lo dijo el ex presidente Uribe?
El Derecho Internacional Humanitario, que incluye y enmarca la definición de conflicto armado, fue aprobado por Estados en el seno de las Naciones Unidas y no fueron tan estúpidos como para proclamar normas dirigidas a su propia deslegitimación o a menoscabar su autoridad en el combate a grupos armados disidentes, rebeldes o guerrilleros.  El alegato del Dr. Uribe es extrajurídico. Sería solo un asunto de  táctica militar o política si no tuviera implicaciones en la reducción de obligaciones del Estado en materia de derechos humanos.
 


[1] Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional.

